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Lebrón Nieves y el Juez Ronda del Toro 

 
Lebrón Nieves, Juez Ponente  
 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de abril de 2021. 

 Comparece el señor Dennis O. Vázquez Gascot y nos solicita 

que revisemos una Resolución emitida y notificada el 30 de octubre 

de 2020. Mediante la aludida determinación, la Comisión Apelativa 

del Servicio Público (CASP) desestimó la apelación incoada por el 

recurrente.  

 Por los fundamentos que discutiremos, se confirma la 

Resolución recurrida. 

I 

 El 23 de marzo de 2017, el señor Vázquez Gascot presentó 

una apelación ante la CASP en contra del Municipio de San Juan 

(parte recurrida). En síntesis, el recurrente alegó que el 25 de febrero 

de 2017 recibió una determinación de su patrono que le notificó su 

destitución como Ingeniero III. El recurrente impugnó la legalidad 

de su destitución y solicitó la reinstalación de su puesto y la 

restitución de los salarios dejados de percibir. El recurrente sostuvo 

que comenzó a trabajar para el Municipio de San Juan el 15 de 
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septiembre de 2005 como empleado de confianza y luego ocupó un 

puesto de carrera y que desde el 2012 fue sujeto de descensos en su 

puesto (demotions), actos de represalias y persecución política.  

 Por su parte, el Municipio de San Juan presentó Moción de 

Desestimación en la que adujo que la apelación no cumplió con el 

requisito de notificación dispuesto en el Reglamento Procesal 7323 

de 7 de marzo de 2007. La parte recurrida arguyó que la apelación 

no fue dirigida a la dirección de la Oficina de Asuntos Legales a la 

dirección P.O. Box 9024100, San Juan, P.R. 00902-4100, sino que 

fue enviada al P.O. Box 70179, San Juan, P.R. 00936-8179. El 

Municipio citó lo resuelto por otro panel del Tribunal de Apelaciones 

en el caso KLRA201600375, Astrid Robles v. Municipio Autónomo de 

San Juan. 

 El señor Vázquez Gascot presentó Réplica a Moción de 

Desestimación y en Solicitud de Anotación de Rebeldía en la que el 

recurrente sostuvo que en todas las misivas que recibió de parte del 

Municipio, incluyendo la determinación final de la autoridad 

nominadora, constaba la dirección P.O. Box 70179, San Juan, P.R. 

00936-8179. Asimismo, el recurrente sostuvo que la dirección oficial 

que aparece en la página de internet del Municipio era la 

anteriormente transcrita.  

 Examinada la Moción de Desestimación, el foro administrativo 

la declaró No Ha Lugar y ordenó al Municipio que presentara su 

alegación responsiva.  

 El 1 de agosto de 2017, el Municipio presentó Contestación a 

Apelación en la que afirmativamente alegó que el recurrente incurrió 

en violaciones crasas a la Ley Núm. 81 de 30 de agosto de 1991, al 

Reglamento para la Administración de Personal en el Servicio de 

Carrera del Poder Ejecutivo del Gobierno Municipal de San Juan y al 

Reglamento de Conducta y Medidas Disciplinarias del Municipio de 
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San Juan que ameritaron la sanción de destitución de empleo 

impuesta.  

 Luego de varios incidentes procesales, el 26 de agosto de 

2019, el Municipio de San Juan presentó Moción Urgente Reiterando 

la Falta de Jurisdicción de la Honorable Comisión sobre el Alegado 

Reclamo del Apelante en la que adujo que señor Vázquez Gascot no 

notificó su apelación a la autoridad nominadora, ni a la Directora de 

la Oficina de Asuntos Legales del Municipio, quien es la única 

persona que se le delegó la función de recibir emplazamientos, de 

conformidad con la Orden Ejecutiva Núm. JS -051. El Municipio citó 

con aprobación un caso que se dirimió ante la CASP, Franklyn 

Figueroa Bencosme v. Municipio de San Juan, donde el foro recurrido 

desestimó la apelación del señor Figueroa Bencosme por 

incumplimiento con la notificación. Así, el Municipio arguyó que la 

celebración de la vista pública era innecesaria para dirimir la 

controversia planteada ante su consideración.  

 El recurrente presentó Réplica a Segunda Moción de 

Desestimación en la que adujo que el asunto sobre la desestimación 

había sido planteado y resuelto por la CASP, y que la determinación 

que denegó la moción de desestimación era la ley del caso. El 

Municipio incoó la Moción en Cumplimiento de Orden y Reiterando 

que la Apelación debe ser Desestimada con Perjuicio mediante la que 

reiteró sus argumentos en cuanto a la ausencia de jurisdicción de 

la CASP.  

 Así las cosas, la Oficial Examinadora aquilató los argumentos 

de las partes y el 16 de septiembre de 2020, emitió el 

correspondiente informe en el que recomendó a los comisionados 

que se desestimara la apelación de epígrafe por falta de jurisdicción. 

La Oficial Examinadora consignó las siguientes determinaciones de 

hechos: 
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1. El 24 de febrero de 2017, el apelado envió, por correo 
postal una comunicación al apelante, con fecha del 

23 de febrero de 2017, mediante [la] cual le notificó 
que estaba destituido de su puesto de trabajo como 

Ingeniero III. 
  
2. El 23 de marzo de 2017, el apelante presentó el 

recurso de epígrafe solicitando la revisión de la 
determinación del apelado de destituirle de su 
puesto de trabajo. 

 

3. El apelante notificó de este recurso de apelación al 
apelado el 24 de marzo de 2017. La dirección a la 

que se remitió copia de la apelación es el P.O. Box 
70179, San Juan, PR, 00936 y se notificó en 
atención al Municipio de San Juan. 

  

Así pues, la Oficial Examinadora al evaluar la controversia 

sobre el requisito esencial de notificación al foro, expresó: 

Coincido con la parte apelante, cuando argumentó 
en su Réplica a moción de desestimación y en 
solicitud de anotación de rebeldía presentada el 26 

de abril de 2017, que constituye una violación al 
debido proceso de ley el llevar a cabo un trámite 

conducente a la destitución de un empleado 
utilizando en toda esa documentación oficial la 
dirección PO Box 70179, San Juan, PR 00936-8179 

para luego solicitar la desestimación de la causa de 
acción por no remitirse la misma al PO Box 
9024100, San Juan, PR, 00902-4100, dirección de 

la Oficina de la División Legal. Ciertamente esta 
situación induce a error a los empleados por lo que 

no podemos avalar, en estas circunstancias, la 
desestimación del recurso por un error en la 
dirección, cuando dicho error es provocado por las 

actuaciones y notificaciones de la propia parte 
apelada. 

  
Sin embargo, no podemos obviar nuestro requisito 
procesal de que el correo certificado sea dirigido a la 

atención de la autoridad nominadora, en este caso la 
alcaldesa de San Juan, o la persona a recibir 
emplazamientos, en este caso la directora de la división 

legal de dicho municipio. Dicho requisito es de 
cumplimiento estricto. Surge con claridad del 

expediente que el apelante dirigió la copia del escrito de 
apelación al Municipio de San Juan. No obstante, la 
parte apelante no expresó causa alguna que justificara 

la omisión de dirigir el escrito a la atención o bien la 
autoridad nominadora (en este caso la Hon. Carmen 

Yulín Cruz Soto) o bien a la persona autorizada a recibir 
emplazamientos (en este caso Lcda. Brenda Cordero 
Acabá), tal como lo exige el Reglamento Procesal de la 

Comisión, Reglamento Número 7313 de 7 de marzo de 
2007.  
 

.          .          .          .           .           .           .          . 
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Siendo así, recomiendo a esta Honorable Comisión que 
desestime la Apelación de epígrafe por falta de 

jurisdicción. La misma presenta un defecto en la 
notificación al apelado, sin que mediara justa causa que 

lo justificara. Tal proceder de la parte apelante, 
conforme a la jurisprudencia y las normas citadas, nos 
priva de jurisdicción, por lo que cualquier 

pronunciamiento en los méritos de este caso resultaría 
nulo. 
  

 Así pues, los Comisionados del foro administrativo acogieron 

las recomendaciones de la Oficial Examinadora y el 30 de octubre 

de 2020, emitieron la Resolución recurrida mediante la que 

desestimaron la apelación presentada por el señor Vázquez Gascot. 

Inconforme, el recurrente presentó Moción en Solicitud de 

Reconsideración en la que sostuvo que la Oficial Examinadora 

reconoció que el Municipio de San Juan lo indujo a error. Asimismo, 

sostuvo que anunció como testigo al ex alcalde del Municipio de San 

Juan, Lcdo. Jorge Santini Padilla y que este declararía sobre el 

propósito de la Orden Ejecutiva Núm. JS-051, la cual tenía el 

propósito de canalizar el manejo de los emplazamientos dirigidos al 

ayuntamiento en casos civiles ante los tribunales del País. El 

recurrente acompañó una declaración jurada suscrita por el Lcdo. 

Santini Padilla. Por su parte, el Municipio presentó Oposición del 

Municipio a la Moción de Reconsideración presentada por el Apelante 

en la que impugnó la presentación de la declaración jurada, toda vez 

que no formó parte del expediente administrativo. La parte recurrida 

reiteró que el recurrente incumplió los requisitos de notificación de 

la apelación, lo que privó a la CASP de jurisdicción.  

 En atención a los escritos de las partes, el 3 de diciembre de 

2020, la CASP declaró No Ha Lugar la moción de reconsideración del 

recurrente. Aun insatisfecho, el señor Vázquez Gascot presentó el 

recurso que nos ocupa y señaló que la CASP cometió el siguiente 

error:  

Erró la CASP al desestimar la apelación presentada por 
el recurrente. 
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Mediante nuestra Resolución del 14 de enero de 2021, le 

concedimos a la parte recurrida hasta el 3 de febrero de 2021 para 

presentar su alegato en oposición. La parte recurrida compareció 

mediante Moción en Cumplimiento de Orden dentro del término 

establecido y solicitó prórroga, la cual fue concedida por este 

Tribunal. Posteriormente, la parte recurrida presentó el 5 de marzo 

de 2021 el Alegato en Oposición a solicitud de Revisión Judicial.  

Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes, 

procedemos a disponer del recurso ante nuestra consideración. 

II 

A 

La revisión judicial de las decisiones finales de la Comisión 

Apelativa del Servicio Público se realiza en virtud de la Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto 

Rico (LPAU), Ley Núm. 38-2017, según enmendada, 3 LPRA sec. 

9601 et seq.; véase, 3 LPRA sec. 1452d. En específico, la Sección 4.1 

de la LPAU dispone que las disposiciones del estatuto “serán 

aplicables a aquellas órdenes, resoluciones y providencias 

adjudicativas finales dictadas por agencias o funcionarios 

administrativos”. 3 LPRA sec. 9671. Sobre este particular, el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico ha señalado que la revisión 

judicial persigue delimitar la discreción de los organismos 

administrativos para asegurar que el ejercicio de sus prerrogativas 

sea razonable y conforme a la ley. Empresas Ferrer Inc. v. 

A.R.PE., 172 DPR 254, 264 (2007). Por lo anterior, se afirma que el 

principio rector en la revisión judicial de las determinaciones e 

interpretaciones de una agencia es el principio de la razonabilidad 

en la actuación de la agencia recurrida. Díaz v. Fideicomiso Soc. y 

Autogestión, 188 DPR 32, 62 (2013).  

Es sabido que las decisiones finales de los organismos 

administrativos gozan de la mayor deferencia por los tribunales. “Sin 
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embargo, esa deferencia a la decisión de una agencia administrativa 

cede cuando: (1) la decisión no se basa en evidencia sustancial; (2) 

el ente administrativo erró en la aplicación de la ley o reglamento; 

(3) la agencia actuó de forma arbitraria, irrazonable o ilegal; o (4) la 

actuación administrativa afecta derechos fundamentales o conduce 

a la comisión de injusticias”. (Citas omitidas). Id., pág. 63.   

B 

La anterior Ley para la Administración de los Recursos 

Humanos en el Servicio Público, Ley Núm. 184-2004, 3 LPRA sec. 

1461 et seq., sustituyó a la Junta de Apelaciones del Sistema de 

Administración de Personal (JASAP), por la Comisión Apelativa del 

Sistema de Administración de Recursos Humanos (CASARH). Esto 

fue así, con el propósito de integrar los procesos de revisión de las 

decisiones administrativas en todo lo relacionado con las 

condiciones de empleo de los servidores públicos no organizados 

sindicalmente. Luego, la Asamblea Legislativa aprobó el Plan de 

Reorganización Núm. 2, 3 LPRA Ap. XIII de 26 de julio de 2010. 

Mediante este Plan de Reorganización, la CASARH se fusionó con la 

Comisión de Relaciones del Trabajo del Servicio Público (CRT), para 

crear la CASP, un ente adjudicativo con jurisdicción apelativa 

exclusiva para atender y adjudicar las apelaciones de los empleados 

públicos del Gobierno de Puerto Rico surgidas como consecuencia 

de acciones o decisiones de los administradores individuales y los 

municipios en cuanto a las acciones de personal relacionadas con el 

principio de mérito. Así se atendió el propósito jurídico medular de 

que sea la agencia especializada en determinado asunto la que lo 

atienda, conforme a la autoridad delegada por ley. Colón Rivera, et 

al. v. ELA, 189 DPR 1033, 1053 (2013).  

En lo atinente a este caso, el Artículo 11.002 de la Ley de 

Municipios Autónomos, 21 LPRA sec. 4001 et seq., (Ley Núm. 81-

1991) dispone que el alcalde de cada municipio y el presidente de la 
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legislatura municipal serán considerados como la autoridad 

nominadora de las respectivas ramas que encabezan. Reza, además, 

el estatuto:  

La Comisión Apelativa del Sistema de Administración 

de Recursos Humanos, establecida por las sec. 1461 et 
seq. del Título 3, conocidas como ‘Ley para la 

Administración de los Recursos Humanos en el Servicio 
Público’, será el organismo apelativo del Sistema de 
Administración de Personal Municipal. 21 LPRA sec. 

4552.   
 

En Rivera Ortiz v. Municipio de Guaynabo, 141 DPR 257, 268 

(1996), nuestro más Alto Foro resolvió al interpretar esta disposición 

que “[c]uando existe un estatuto que expresamente le confiere la 

jurisdicción a un órgano administrativo sobre determinado tipo de 

asuntos, los tribunales quedan privados de toda autoridad para 

dilucidar el caso en primera instancia”.1 

Finalmente, en cuanto a la presentación de las apelaciones 

ante el organismo administrativo, la extinta CASARH promulgó 

el Reglamento Procesal Núm. 7313 de 7 de marzo de 2007 —aún 

vigente— fue aprobado con el objetivo de establecer y actualizar los 

mecanismos y normas procesales que regirán el descargo de la 

función adjudicativa ante ese organismo, y aplicará en todo 

procedimiento ante su consideración. 

La Comisión Apelativa tendrá jurisdicción sobre las 

apelaciones surgidas como consecuencia de acciones o decisiones 

de los municipios en los casos, y por las circunstancias 

especificadas en el Reglamento citado. Reglamento Núm. 7313, 

supra, Sección 1.1 (a).  El término para presentar la apelación ante 

la CASP es uno de naturaleza jurisdiccional.   

En el Artículo I Sección 1.2, establece el plazo para ello:  

a. La solicitud de apelación se radicará en la 

Secretaría de la Comisión dentro del término 
jurisdiccional de treinta (30) días consecutivos a 
partir de la fecha de notificación de la acción o 

 
1 Esta norma fue reiterada en Acevedo Ramos v. Municipio de Aguadilla, 153 DPR 

788, 804 (2001).  
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decisión objeto de apelación en caso de habérsele 
cursado comunicación escrita, o desde que 

advino en conocimiento de la acción o decisión 
por otros medios. 

 
b. De no existir una determinación final escrita, y la 

parte afectada hubiese hecho un planteamiento o 

reclamo, por escrito a la Autoridad Nominadora, y no 
reciba respuesta alguna en los siguientes sesenta 
(60) días desde que cursó la misiva, la parte afectada 

tendrá́ un plazo jurisdiccional de treinta (30) días, 
contados a partir del vencimiento del término de 

sesenta (60) días, para presentar una solicitud de 
apelación ante la Comisión. (Énfasis nuestro). 

 

De otra parte, la sección 2 del Reglamento 7313, dispone 

sobre la presentación de apelación y la notificación de escritos y 

mociones. En lo pertinente, la Sección 2.3, Notificación de la 

solicitud de apelación a la parte apelada del Reglamento 7313, 

dispone:  

a. Para salvaguardar el derecho de la parte apelada a 
notificación oportuna de los cargos o querellas o 
reclamos en contra de ésta, según requerido en la 

Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme, la 
parte apelante deberá notificar copia de la solicitud 
de apelación a la parte apelada dentro del término 

jurisdiccional para la radicación del escrito de 
apelación de treinta (30) días establecidos por ley, en 

alguna de las formas que se describen a 
continuación: 

 

(i) Entregando copia a la mano de la solicitud de 
apelación a la autoridad nominadora, o persona 

autorizada a recibir emplazamiento. En ese acto 
la parte apelante le requerirá a la parte que reciba 
la copia de la solicitud de apelación que plasme 

en la solicitud de apelación original, en una copia 
o en una hoja de trámite el nombre completo, 
firma y fecha en que se recibió la copia la misma, 

u otra forma de verificar el recibo de ésta. Con el 
escrito original que será radicado en la Comisión 

deberá incluir original o copia del documento que 
evidencie la notificación adecuada de la solicitud 
de apelación a la autoridad nominadora dentro 

del término jurisdiccional para la radicación del 
escrito inicial de apelación a la autoridad 

nominadora 
 
(ii) Enviando copia de la solicitud de apelación por 

correo certificado con acuse de recibo, a la 
atención de la autoridad nominadora o persona 
autorizada a recibir emplazamientos, según 

aplique. En estos casos deberá radicar junto con 
la solicitud de apelación original, copia del recibo 

de envío postal (certified mail receipt) indicando 
que el mismo fue enviado. Una vez la parte 
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apelante reciba evidencia del recibo por parte de 
la parte apelada, la misma será presentada 

mediante moción al efecto a la Comisión. 
 

b. Si la parte apelante no cumpliera con evidenciar a la 
Comisión la notificación de la solicitud de apelación 
en el término prescrito, la solicitud de apelación se 

tendrá por no radicada y presentará un defecto en la 
radicación de apelación sujeto a las disposiciones de 
la sección 2.1(d). Si la parte apelante hubiese 

notificado a la parte apelada fuera del término 
jurisdiccional de treinta (30) días para la radicación 

del escrito de solicitud de apelación en alguna de las 
formas antes descritas, conllevará que a solicitud 
de la parte apelante se evalúe si hubo justa causa 

para la dilación, de lo contrario se tendrá por no 
notificada. La Comisión evaluará, si en efecto existe 

justa causa para la dilación con explicaciones 
concretas y particulares debidamente evidenciadas, 
acreditando la parte apelante a la Comisión de 

manera adecuada la justa causa aludida. En 
ausencia de justa causa para justificar la tardanza 
en la notificación, se procederá a desestimar la 

misma. 
 

  Nuestro Tribunal Supremo reconoció el carácter jurisdiccional 

e improrrogable del término antes dispuesto. Rivera Rivera v. Depto. 

de Servicios Sociales, 132 DPR 240, 246 (1992). Es harto conocido 

que las cuestiones de jurisdicción son de carácter privilegiado, por 

lo que puede invocarse en cualquier etapa del proceso. Si una 

decisión administrativa es dictada sin que la Agencia tenga 

jurisdicción sobre las partes o la materia, es jurídicamente 

inexistente o ultra vires. Dávila, Rivera v. Antilles Shipping, Inc., 147 

DPR 483, 498 (1999). La falta de jurisdicción es insubsanable ni las 

partes pueden arrogársela. Ponce Fed. Bank v. Chubb Life Ins. Co., 

155 DPR 309, 332 (2001).    

 De otra parte, el Alto Foro expresó en Soto Pino v. Uno Radio 

Group, 189 DPR 84, 90, 92 (2013), que es norma harta conocida en 

nuestro ordenamiento que un término de cumplimiento estricto 

puede ser prorrogado por los tribunales. Ello a diferencia de los 

llamados términos jurisdiccionales, cuyo incumplimiento impide la 

revisión judicial por privar de jurisdicción a los tribunales. 

Véase Cruz Parrilla v. Depto. Familia, 184 DPR 393 (2012). Sin 
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embargo, para prorrogar un término de cumplimiento estricto 

“generalmente se requiere que la parte que solicita la prórroga, o que 

actúa fuera de término, presente justa causa por la cual no puede 

cumplir con el término establecido”. Id. pág. 403.     

Consecuentemente, en relación con los términos de 

cumplimiento estricto nuestra Máxima Curia ha resuelto que "el foro 

apelativo no goza de discreción para prorrogar tales términos 

automáticamente". Rojas v. Axtmayer Ent., Inc., supra, pág. 564. La 

parte que actúa tardíamente debe hacer constar las circunstancias 

específicas que ameriten reconocerse como justa causa para 

prorrogar un término de cumplimiento estricto. Si no lo hace, los 

tribunales "carece[n] de discreción para prorrogar el término y, por 

ende, acoger el recurso ante su consideración". Id. Véase 

además Arriaga v. F.S.E, supra, pág. 131 y Bco. Popular de P.R. v. 

Mun. de Aguadilla, 144 DPR 651, 657 (1997). Soto Pino v. Uno Radio 

Group, supra, pág. 92.  

Ahora bien, la acreditación de la justa causa le impone una 

carga considerable a los abogados y a las partes que estén obligados 

a demostrarla. Nuestra última instancia judicial ha señalado que:  

[…] [l]a acreditación de justa causa se hace con 

explicaciones concretas y particulares –debidamente 
evidenciadas en el escrito- que le permitan al tribunal 
concluir que hubo una excusa razonable para la 

tardanza o la demora. Las vaguedades y las excusas o 
los planteamientos estereotipados no cumplen con el 
requisito de justa causa. Febles v. Romar, 159 DPR 714, 
720 (2003) (Énfasis en el original). Soto Pino v. Uno 
Radio Group, supra, págs. 92-93.  

 

  No puede ser de otra manera. Si se permite que la acreditación 

de la justa causa se convierta en un juego de mero automatismo en 

el que los abogados conjuran excusas genéricas, carentes de detalles 

en cuanto a las circunstancias particulares que causaron la 

tardanza en cumplir con el término, se trastocaría todo nuestro 

ordenamiento jurídico. De esa manera se convertirían los términos 

http://intranet/DTS_Repositories/TA/TA19/word/javascript:citeSearch('144DPR651',%20'MJPR_DPR')
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reglamentarios en metas amorfas que cualquier parte podría 

postergar. Soto Pino v. Uno Radio Group, supra, pág. 93.  

Para evitar ese escenario, son los tribunales los llamados a ser 

árbitros y celosos guardianes de los términos reglamentarios. En el 

caso de los términos de cumplimiento estricto, nuestra 

jurisprudencia es clara en que los tribunales podrán eximir a una 

parte de observar su cumplimiento si están presentes dos (2) 

condiciones: "(1) que en efecto exista justa causa para la dilación; 

(2) que la parte le demuestre detalladamente al tribunal las bases 

razonables que tiene para la dilación; es decir, que la parte 

interesada acredite de manera adecuada la justa causa aludida". 

Arriaga v. F.S.E., supra, pág. 132. En ausencia de alguna de estas 

dos (2) condiciones, los tribunales carecen de discreción para 

prorrogar términos de cumplimiento estricto. Soto Pino v. Uno Radio 

Group, supra, pág. 93.  

Las partes litigantes deben atender estos requerimientos con 

seriedad, ya que "[n]o se permitirá desviación alguna del plazo[...] so 

pena de desestimación del recurso, a menos que la tardanza 

ocurrida se justifique detalladamente y a cabalidad". De hecho, 

en Soto Pino v. Uno Radio Group, nuestra Máxima Curia señaló que 

"es un deber acreditar la existencia de justa causa, incluso antes de 

que un tribunal se lo requiera, si no se observa un término de 

cumplimiento estricto". (Énfasis en el original). Rivera Marcucci v. 

Suiza Dairy et al., 196 DPR 171 (2016).   

Es evidente que la existencia de justa causa es un elemento 

que ha de evaluarse caso a caso. Al justipreciar las razones 

ponderadas por una parte, el juzgador debe llevar a cabo un análisis 

cuidadoso de las explicaciones que demuestren el incumplimiento y 

de la evidencia que lo sustenta. (Cita omitida). Rivera Marcucci v. 

Suiza Dairy et al., supra, pág. 172.  



 
 

 
KLRA202100002    

 

13 

En el aludido caso, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

reseñado algunos casos que ejemplifican lo que puede o no 

constituir una justa causa.   

En Rojas v. Axtmayer Ent. Inc., supra, págs. 565-566, se 

dictaminó que el estado crítico de salud de la representación legal 

de una parte -debidamente evidenciado- puede constituir justa 

causa. Así también, en Lugo v. Suárez, 165 DPR 729, 740 (2005), se 

resolvió que el hecho de que la esposa del representante legal 

estuviera enferma y hospitalizada era justa causa para que no 

cumpliera con cierta notificación de manera oportuna. Rivera 

Marcucci v. Suiza Dairy et al., supra, pág. 172.  

Por otra parte, en Soto Pino v. Uno Radio Group, supra, pág. 

95, el Alto Foro arribó a la conclusión de que no constituía justa 

causa el hecho de que se esperara hasta el último minuto para 

presentar el recurso que se debía notificar. Nuestra última instancia 

judicial entendió que esas razones eran un ejemplo perfecto de lo 

que son "meras generalidades y excusas superfluas".  En ese caso 

también se alegó para justificar la existencia de justa causa que la 

notificación tardía no había causado ningún perjuicio indebido a la 

parte contraria porque había tenido una notificación en un término 

razonable. La Alta Curia señaló que tales explicaciones no eran 

suficientes para justificar una notificación fuera de término y que 

mucho menos, constituían una justa causa per se.  Recalcó que el 

hecho de que la notificación tardía no le causara perjuicio indebido 

a la otra parte no era determinante al momento de examinar la 

existencia de una justa causa, ya que[,] si los tribunales fueran a 

aceptar ese planteamiento, los términos de cumplimiento estricto se 

convertirían en un mero formalismo. En otra ocasión, en Arriaga v. 

F.S.E., supra, pág. 132, resolvió también que excusas como que el 

incumplimiento fue "involuntario", que "no se debió a falta de 
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interés", que no hubo "menosprecio al proceso", o que "exist[ía] un 

firme propósito de enmienda", no configuraban justa causa.  

Expuesta la norma jurídica, procedemos a aplicarla a los 

hechos ante nuestra consideración.  

III 

En esencia, la controversia principal gira en torno a si la CASP 

incidió al desestimar la apelación incoada por el señor Vázquez 

Gascot.  

La parte recurrente sostiene que el foro administrativo ostenta 

jurisdicción para atender la apelación incoada. El señor Vázquez 

Gascot atacó la validez de la notificación de la determinación de 

autoridad nominadora, toda vez que se desprende de la misiva que 

el Municipio utilizó la dirección P.O. Box 70179, San Juan, P.R. 

00936-8179. A su vez, se desprende del remitente del sobre en el 

cual le notificaron la determinación de destituirlo, que la dirección 

utilizada por el Municipio fue la antes mencionada. Sin embargo, el 

Municipio arguyó que el recurrente debió notificarle la apelación al 

P. O. Box 9024100, San Juan, P.R. 00902-4100.  

Más importante aún, la Oficial Examinadora que atendió el 

caso ante la CASP consignó que el Municipio de San Juan había 

inducido a error al apelante. Específicamente, la Oficial 

Examinadora expresó que el error cometido por el apelante fue 

provocado por las actuaciones y notificaciones del propio Municipio.  

La Oficial Examinadora sostuvo: 

Coincido con la parte apelante, cuando argumentó 

en su Réplica a moción de desestimación y en 
solicitud de anotación de rebeldía presentada el 26 

de abril de 2017, que constituye una violación al 
debido proceso de ley el llevar a cabo un trámite 
conducente a la destitución de un empleado 

utilizando en toda esa documentación oficial la 
dirección PO Box 70179, San Juan, PR 00936-8179 
para luego solicitar la desestimación de la causa de 

acción por no remitirse la misma al PO Box 
9024100, San Juan, PR, 00902-4100, dirección de 

la Oficina de la División Legal. Ciertamente esta 
situación induce a error a los empleados por lo que 
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no podemos avalar, en estas circunstancias, la 
desestimación del recurso por un error en la 

dirección, cuando dicho error es provocado por las 
actuaciones y notificaciones de la propia parte 

apelada.  
 

El Municipio de San Juan en sus dos mociones de 

desestimación citó con aprobación el caso KLRA201600375, Astrid 

Robles Figueroa v. Municipio de San Juan. Mediante la aludida 

Sentencia, un panel hermano este Tribunal de Apelaciones, avaló la 

desestimación emitida por la CASP por falta de notificación. No 

obstante, sabido es que las Sentencias emitidas por este Tribunal 

no crean precedentes jurídicos, sino que meramente tienen carácter 

persuasivo. Regla 11(D) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 

4 LPRA Ap. XXII-B R. 11(D).    

Examinado el expediente apelativo con suma cautela, 

concluimos que el foro administrativo no erró al desestimar la 

apelación presentada por el señor Vázquez Gascot. En efecto, 

concurrimos con la Oficial Examinadora en cuanto a que el 

Municipio de San Juan indujo a error al recurrente.  

Ahora bien, el fundamento por el cual se desestimó la 

Apelación no fue por el recurrente haber notificado el recurso a una 

dirección incorrecta, sino por incumplir con un requisito 

reglamentario necesario para el perfeccionamiento de la Apelación. 

Como dijimos, la sección 2.3 (a)(i) y (ii) del Reglamento 7313, supra, 

dispone que la parte apelante tiene dos maneras de notificar a la 

parte apelada copia de la apelación; (a) mediante entrega a la mano 

de la solicitud de apelación a la autoridad nominadora o a la 

persona autorizada a recibir emplazamiento y (b) mediante el 

envío por correo certificado con acuse de recibo, a la atención de la 

autoridad nominadora o persona autorizada a recibir el 

emplazamiento, según sea el caso. 

La parte recurrente, incumplió con notificar la apelación a la 

Autoridad nominadora, quien a esa fecha era la alcaldesa del 
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Municipio de San Juan, la Sra. Carmen Yulín Cruz Soto o en la 

alternativa, a la persona autorizada por esta a recibir 

emplazamientos, entiéndase, la Directora de la Oficina de Asuntos 

Legales del Municipio, la Lcda. Brenda Cordero Acabá. El señor 

Vázquez Gascot tampoco acreditó causa alguna para justificar la 

omisión de notificar la apelación, según requerido por el Reglamento 

7313, supra.  

En visa de lo anterior, la apelación no se perfeccionó por lo 

que la CASP, en efecto, carece de jurisdicción para atender la 

misma.  

IV 

Por los fundamentos discutidos, se confirma la Resolución 

recurrida. 

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


